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formación profesional para el empleo regulados por la normativa vigente, incluyendo los 
correspondientes a programas públicos de empleo y formación y otros que pudieran 
establecerse reglamentariamente, todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las 
empresas y los trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus 
necesidades del mercado laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada en el 
conocimiento.

Dos. El Servicio Público de Empleo Estatal gestionará los programas de formación 
profesional para el empleo, que le correspondan normativamente, con cargo a los créditos 
en su presupuesto de gastos, de acuerdo con lo establecido en la disposición final primera 
del Real Decreto 499/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Trabajo y Economía Social, y se modifica el Real 
Decreto 1052/2015, de 20 de noviembre, por el que se establece la estructura de las 
Consejerías de Empleo y Seguridad Social en el exterior y se regula su organización, 
funciones y provisión de puestos de trabajo y de acuerdo con la distribución de importes, 
recogida en la resolución conjunta de las Subsecretarías de los Ministerios de Educación 
y Formación Profesional y de Trabajo y Economía Social prevista en la disposición 
transitoria cuarta del mencionado Real Decreto 499/2020, de 28 de abril, y en la disposición 
transitoria segunda del Real Decreto 498/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

Tres. El 50 por ciento, como mínimo de los fondos previstos en el apartado anterior 
Dos, se destinará inicialmente a la financiación de los gastos necesarios para la ejecución 
de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores ocupados, las 
acciones formativas dirigidas a la capacitación para el desarrollo de las funciones 
relacionadas con la negociación colectiva y el diálogo social previstas en el artículo 6.8 de 
la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, así como los gastos de funcionamiento e inversión de 
la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

Con carácter específico, se incluyen en este apartado las iniciativas de formación 
programada por las empresas; los permisos individuales de formación; la oferta formativa 
para trabajadores ocupados, y la formación en las Administraciones Públicas.

A la financiación de la formación profesional en las Administraciones Públicas, se 
destinará un 6,165 por 100 calculado sobre un porcentaje del 50 por 100 de la cuantía 
indicada en el apartado Uno de esta disposición adicional respecto de los fondos 
provenientes de la cuota de formación profesional, con cargo al presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal. En esta cifra, se incluyen los importes destinados a financiar la 
formación para el desarrollo de funciones relacionadas con la negociación colectiva y el 
diálogo social en las Administraciones Públicas.

Esta cuantía, previamente minorada en el porcentaje correspondiente al índice de 
imputación utilizado para el cálculo del cupo de acuerdo con la Ley 12/2002, de 23 de 
mayo, se incluirá como dotación diferenciada en el presupuesto de gastos del Servicio 
Público de Empleo Estatal para su aportación dineraria al Instituto Nacional de 
Administración Pública, adscrito al Ministerio de Política Territorial y Función Pública, en 
tres libramientos en los meses de febrero, abril y junio. En el presupuesto del Instituto 
Nacional de Administración Pública figurarán territorializados los fondos correspondientes 
a las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para la financiación de la 
formación continua de sus empleados públicos. El abono de dichos fondos se realizará 
desde el Instituto Nacional de Administración Pública mediante transferencia nominativa a 
cada Comunidad y Ciudad Autónoma, con excepción de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco.

El Servicio Público de Empleo Estatal librará a la Fundación Estatal para la Formación 
en el Empleo los fondos para la financiación de sus gastos de funcionamiento e inversión. 
El citado libramiento se efectuará por cuartas partes, en la segunda quincena natural de 
cada trimestre. La Fundación deberá presentar, anualmente y antes del 30 de abril del 
ejercicio siguiente ante el Servicio Público de Empleo Estatal, la justificación contable de 
los gastos realizados con cargo a los fondos asignados para su funcionamiento, y deberá 
realizar al reintegro de las cantidades no justificadas antes del 31 de julio.
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El 50 por ciento restante se destinará inicialmente a financiar los gastos necesarios 
para la ejecución de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores 
desempleados, así como los programas públicos de empleo-formación, y la formación 
impartida con carácter extraordinario a través de la red pública de centros de formación, 
con el fin de garantizar una oferta formativa de calidad dirigida a trabajadores ocupados y 
desempleados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.5.e) de la Ley 30/2015, de 9 
de septiembre.

La financiación de la actividad formativa inherente al contrato para la formación y el 
aprendizaje se realizará de conformidad con lo establecido en la normativa reglamentaria 
que regula la impartición y las características de la formación recibida por los trabajadores.

Cuatro. Las Comunidades Autónomas con competencias estatutariamente asumidas 
en materia de políticas activas de empleo recibirán del Servicio Público de Empleo Estatal, 
de acuerdo con sus competencias en materia de formación profesional para el empleo, las 
transferencias de fondos para la financiación de las subvenciones en el ámbito de la 
formación profesional para el empleo gestionadas por dichas Comunidades, no vinculada 
con certificados de profesionalidad, en la cuantía que resulte de acuerdo con lo previsto en 
la normativa aplicable.

Cinco. Las empresas que cotizan por la contingencia de formación profesional 
dispondrán de un crédito para la formación de sus trabajadores de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, que resultará de aplicar 
a la cuantía ingresada por la empresa en concepto de formación profesional durante el 
año 2020 el porcentaje de bonificación que, en función del tamaño de las empresas, se 
establece a continuación:

a) Empresas de 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento.
b) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento.
c) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento.
d) De 250 o más trabajadores: 50 por ciento.

Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán de un crédito de bonificación por 
empresa de 420 euros, en lugar de un porcentaje. Asimismo, podrán beneficiarse de un 
crédito de formación, en los términos establecidos en la citada normativa, las empresas 
que durante el año 2021 abran nuevos centros de trabajo, así como las empresas de 
nueva creación, cuando incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En estos supuestos 
las empresas dispondrán de un crédito de bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar 
al número de trabajadores de nueva incorporación la cuantía de 65 euros.

Las empresas que durante el año 2021 concedan permisos individuales de formación 
a sus trabajadores dispondrán de un crédito de bonificaciones para formación adicional al 
crédito anual que les correspondería de conformidad con lo establecido en el párrafo 
primero de este apartado, por el importe que resulte de aplicar los criterios determinados 
por la normativa aplicable. El crédito adicional asignado al conjunto de las empresas que 
concedan los citados permisos no podrá superar el 5 por ciento del crédito establecido en 
el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal para la financiación de las 
bonificaciones en las cotizaciones de la Seguridad Social por formación profesional para 
el empleo.

Seis. El Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los 
departamentos ministeriales, atribuye al Ministerio de Educación y Formación Profesional 
competencias en materia de formación profesional para el empleo. Para su financiación, 
se ingresará en el Tesoro Público la parte de la cuota de formación profesional que 
acuerden de manera conjunta los Ministerios de Educación y Formación Profesional y de 
Trabajo y Economía Social, manteniendo su afectación a la realización de gastos en 
materia de formación profesional para el empleo por parte del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional.
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Disposición adicional centésima vigésima quinta. Gestión de los servicios y programas 
establecidos en la letra h) del artículo 18 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre.

El Servicio Público de Empleo Estatal, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 18.h) del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, realizará la gestión de los servicios y programas 
financiados con cargo a la reserva de crédito de su presupuesto de gastos, que 
comprenderá las aplicaciones 19.101.000-X.400, 19.101.000-X.401, 19.101.000-X.403, 
19.101.000-X.410, 19.101.000-X.411, 19.101.000-X.431, 19.101.241-A.441, 19.101.241-
B.445, 19.101.241-A-482, 19.101.241-B.482 y 19.101.240-A.482, desagregadas a través 
de varios subconceptos, según los diferentes ámbitos funcionales de las políticas activas 
de empleo, para financiar las siguientes actuaciones:

a) Servicios y programas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al de 
una comunidad autónoma, cuando estos exijan la movilidad geográfica de las personas 
desempleadas o trabajadoras participantes en los mismos a otra comunidad autónoma 
distinta a la suya, o a otro país y precisen de una coordinación unificada.

b) Programas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al de una 
comunidad autónoma sin que implique la movilidad geográfica de los desempleados o 
trabajadores participantes en los mismos, cuando precisen una coordinación unificada y 
previo acuerdo entre el Servicio Público de Empleo Estatal y las comunidades autónomas 
en las que vayan a ejecutarse los citados programas.

c) Servicios y programas dirigidos tanto a las personas demandantes de empleo 
como a las personas ocupadas, para la mejora de su ocupación mediante la colaboración 
del Servicio Público de Empleo Estatal con órganos de la Administración General del 
Estado o sus organismos autónomos, para la realización de acciones formativas, entre 
otras, aquellas que tengan como objetivo la generación de empleo de calidad y la mejora 
de oportunidades de las personas trabajadoras, en particular cuando se desarrollen en el 
marco de planes, estrategias o programas de ámbito estatal, y ejecución de obras y 
servicios de interés general y social relativos a competencias exclusivas del Estado.

d) Servicios y programas de intermediación y políticas activas de empleo cuyo 
objetivo sea la integración laboral de trabajadores inmigrantes, realizadas en sus países 
de origen, facilitando la ordenación de los flujos migratorios.

e) Programas que se establezcan con carácter excepcional y duración determinada, 
cuya ejecución afecte a todo el territorio nacional, siendo imprescindible su gestión 
centralizada a los efectos de garantizar la efectividad de las mismas, así como idénticas 
posibilidades de obtención y disfrute a todos los potenciales beneficiarios.

Dicha reserva presupuestaria opera como reserva de gestión de políticas activas de 
empleo en los supuestos anteriormente señalados en favor del Servicio Público de Empleo 
Estatal, no obstante las competencias asumidas por las comunidades autónomas en el 
ámbito del trabajo, el empleo y la formación.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 21.4 del citado texto refundido de la Ley de 
Empleo, los fondos que integran la reserva de crédito no estarán sujetos a distribución 
territorial entre las comunidades autónomas con competencias de gestión asumidas.

Disposición adicional centésima vigésima sexta. Aplazamiento de la aplicación de 
determinados preceptos de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo.

Se aplaza la entrada en vigor de lo previsto en los artículos 1.1, primer párrafo; 24, 
segundo párrafo; y 25.4 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, en todo lo relativo a los trabajadores por cuenta propia que ejerzan su actividad 
a tiempo parcial.
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Disposición adicional centésima vigésima séptima. Suspensión del sistema de reducción 
de las cotizaciones por contingencias profesionales por disminución de la siniestralidad 
laboral.

Se suspende la aplicación del sistema de reducción de las cotizaciones por 
contingencias profesionales a las empresas que hayan disminuido de manera considerable 
la siniestralidad laboral, prevista en el Real Decreto 231/2017, de 10 de marzo, para las 
cotizaciones que se generen durante el año 2021. Esta suspensión se extenderá hasta 
que el Gobierno proceda a la reforma del citado real decreto, que deberá producirse a lo 
largo del año 2021.

Disposición adicional centésima vigésima octava. Financiación de la acción protectora de 
la Seguridad Social.

A los efectos de lo previsto en la disposición adicional trigésima segunda del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en los Presupuestos Generales del 
Estado para 2021 se realizarán tres transferencias del Estado a los presupuestos de la 
Seguridad Social en cumplimiento de la recomendación primera del Pacto de Toledo 2020, 
por los importes especificados en el artículo 12 Cuatro de esta ley.

Disposición adicional centésima vigésima novena. Cuantías del nivel mínimo de 
protección garantizado por la Administración General del Estado para cada persona 
beneficiaria del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Uno. Se procede a la actualización de las cuantías del nivel mínimo de protección 
garantizado por la Administración General del Estado para cada persona beneficiaria del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, de grado III, Gran Dependencia; 
grado II, Dependencia Severa y grado I, Dependencia Moderada, que son las fijadas en el 
siguiente cuadro:

Grado de dependencia
Mínimo de protección garantizado

–
Euros/mes

Grado III Gran Dependencia. 235,00

Grado II Dependencia Severa. 94,00

Grado I Dependencia Moderada. 60,00

Dos. Se procede al establecimiento del nivel acordado entre la Administración 
General del Estado y las Comunidades Autónomas de financiación del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia, el cual tendrá una dotación de 566.394.840 euros 
que será distribuido a cada Comunidad Autónoma de acuerdo con la distribución territorial 
de la población potencialmente dependiente.

VIII

Disposición adicional centésima trigésima. Financiación conforme a baremo de los 
honorarios derivados de la prestación a personas físicas del servicio del turno de oficio 
previa designación judicial.

Uno. Para el ejercicio 2021 y siguientes, al amparo de lo dispuesto en los 
artículos 22.2, letra a), y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, la subvención nominativa destinada al Consejo General de la Abogacía de 
España para la financiación en caso de impago de los derechos y honorarios de los 
profesionales del turno de oficio que actúen previa designación judicial en defensa de 
detenidos, presos, investigados o acusados en un proceso penal a otorgar por parte de la 
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